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EL DERECHO A LA LIbERTAD DE 
ExPRESIÓN E INfORMACIÓN

La libertad de información constituye 
un derecho fundamental de las personas, 
pero también una garantía de la formación 
de una opinión pública libre, que es una 
de las condiciones necesarias de una sociedad 
libre, plural y democrática. La comunicación de 
ideas permite a la ciudadanía la formación de 
una opinión pública capaz de tomar decisiones 
políticas mediante las herramientas de partici-
pación de que dispone.

La garantía de las libertades informa-
tivas se vincula a la actividad de los medios 
de comunicación, entendiendo como tales: 
prensa escrita, radio o televisión, cualquiera 
que sea su soporte, así como los medios exclu-
sivamente digitales.

La libertad de información puede llegar 
a considerarse como prevalente sobre los 
derechos de la personalidad; esta preva-
lencia no tiene carácter absoluto, sino que se 
debe valorar caso por caso; de todas formas, 
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la información debe ser veraz y relevante para la 
formación de la opinión pública y sobre asuntos 
de interés general.

Los requisitos fijados por la jurispru-
dencia para determinar si prevalece el 
derecho de información son los siguientes:

La información debe ser veraz. La vera-
cidad no implica necesariamente que la noticia 
sea cierta, sino que basta con que el informador 
haya hecho, con carácter previo a la difusión 
de la noticia, un trabajo de investigación de los 
hechos con la diligencia exigible a un profe-
sional de la información. Una noticia errónea 
queda en estas circunstancias amparadas 
también por el derecho a la libertad de infor-
mación.

La información debe tener también un 
interés público prevalente. Si la informa-
ción es cierta, pero no existe el interés público 
prevalente la publicación no está avalada por el 
derecho a la información.

Los hechos deben ser noticiables, 
deben tener relevancia pública. La rele-
vancia queda determinada por la materia o por 
la condición pública o privada de la persona a 
la que se refiere. Las autoridades y funciona-
rios públicos, y los personajes públicos o dedi-
cados a actividades que conllevan notoriedad 
pública aceptan voluntariamente el riesgo de 
que sus derechos de la personalidad resulten 
afectados por críticas, opiniones o revelaciones 
adversas, y por tanto, el derecho a la informa-
ción alcanza el su máximo nivel de eficacia legi-
timadora; por el contrario las personas privadas 
sin vocación de proyección pública tienen reco-
nocido un ámbito superior de privacidad. Por 
lo tanto, cuando se trata de personas privadas, 
incluso, cuando la noticia, por la materia a la 
que se refiere tiene interés público, no queda 
protegido por el derecho a la información todo 
su contenido, sino que debe considerarse 
desproporcionada la comunicación de hechos 
que, dentro de la noticia, afectan al honor o la 
intimidad de la persona concernida y que sean 
manifiestamente innecesarios e irrelevantes 
para el interés público de la información.

Igualmente, también está consolidado 
el criterio de que la información sobre 
sucesos de relevancia penal es de interés 
general y tiene relevancia pública.

 - Sentencia del Tribunal Constitucional de fecha 
4 de junio de 2018, núm. 58/2018 (Marginal: 
70697103)
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“EL DERECHO A LA ACTUALIzACIÓN 
DE INfORMACIONES EN MEDIOS DE 
COMUNICACIÓN DIGITALES, COMO 
UNA VARIANTE DEL DERECHO DE 
RECTIfICACIÓN”

“CUALqUIER DATO RELATIVO A 
UNA PERSONA qUE HAGA qUE 
PUEDA SER IDENTIfICADA O 
IDENTIfICAbLE ES UN DATO DE 
CARáCTER PERSONAL”
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LOS DERECHOS DE LA PERSONALIDAD y 
SUS MECANISMOS DE DEfENSA

El artículo 18 de la Constitución Espa-
ñola (en adelante CE) garantiza como derecho 
fundamental el derecho al honor, la inti-
midad y la propia imagen. A su vez, el 
artículo 20 garantiza el derecho a dar y el 
de recibir información veraz, por cualquier 
medio; y sitúa en su punto 4 el límite al ejer-
cicio de este derecho en el respeto a derechos 
del artículo 18.

a. Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, 
de protección civil del derecho al 
honor, a la intimidad personal y 
familiar y a la propia imagen.

La Ley Orgánica 1/1982 (artículos 7 y 8) 
regula el mecanismo de protección civil de 
los derechos de la personalidad y enumera 
hechos que pueden considerarse intromi-
sión ilegítima:  emplazamiento en cualquier 
lugar de aparatos de escucha, de filmación, de 
dispositivos ópticos o de cualquier otro medio 
apto para grabar o reproducir la vida íntima de 
las personas, divulgación de hechos relativos 
a la vida privada de una persona o familia que 
afecten a su reputación y buen nombre; revela-
ción de datos privados de una persona o familia 
conocidos a través de la actividad profesional u 
oficial de quien los revela; captación, reproduc-
ción o publicación por fotografía de la imagen 
de una persona en lugares o momentos de su 
vida privada; utilización del nombre, de la voz o 
de la imagen de una persona para fines publici-
tarios y comerciales, etc. 

Dispone también que el derecho a la propia 
imagen no impedirá la publicación de 
imágenes cuando se trate de personas que 
ejerzan un cargo público o una profesión 
de notoriedad o proyección pública y la 
imagen se capte durante un acto público o 
en lugares abiertos al público; la utilización 
de la caricatura de dichas personas, de acuerdo 
con el uso social y la información gráfica sobre 
un suceso o acaecimiento público cuando la 
imagen de una persona determinada aparezca 
como meramente accesoria.

b. Ley Orgánica 2/1984, de 26 de 
marzo, reguladora del derecho de 
rectificación

Desde 1984 está vigente la Ley orgánica 
2/1984, de 26 de marzo, reguladora del derecho 
de rectificación. Esta Ley ampara a cualquier 
persona, natural o jurídica (la Ley de protec-
ción de datos sólo ampara personas físicas) que 
tiene derecho a rectificar la información difun-
dida por cualquier medio de comunicación 
social (internet incluido) de hechos la divul-
gación de los cuales pueda causar un perjuicio 
al aludido. La Ley extiende este derecho 
a herederos (la legislación de protección de 
datos tampoco ampara las personas muertas), 
y crea un mecanismo ágil y con un proce-
dimiento judicial, si es necesario, fácil y 
rápido para garantizar su efectividad.

ANáLISIS DE LA LEGISLACIÓN 
APLICAbLE

a. Reglamento UE 2016/679 (RGPD) 
relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta 
al tratamiento de datos personales

El derecho a la intimidad, artículo 18.4 
CE, está protegido además por la legis-
lación de protección de datos de carácter 
personal, actualmente por el Reglamento UE 
2016/679 (RGPD) relativo a la protección de 
las personas físicas en lo que respecta al trata-
miento de datos personales y por la Ley Orgá-
nica 3/2018 de protección de datos perso-
nales y garantía de los derechos digitales.

En resumen, cualquier dato relativo a una 
persona que haga que pueda ser identificada o 
identificable es un dato de carácter personal.

Los medios de comunicación en sentido 
amplio, como cualquier otra empresa, deben 
dotarse de un “programa de cumplimiento 
de protección de datos” por su mera condi-
ción empresarial: relaciones con proveedores, 
clientes, empleados, socios, administraciones 
públicas, proveedores de servicios TIC, etc. 
También deben asegurarse de cumplir con las 
obligaciones derivadas de la Ley 34/2002, de 11 
de julio, de servicios de la sociedad de la infor-
mación y de comercio electrónico (en adelante 
LSSI).

Pero, además, este tipo de empresas, por 
razón de su actividad deberán dotarse de proto-
colos específicos para los tratamientos de 
datos derivados del ejercicio del derecho a la 
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libertad de expresión y de información y de los 
protocolos correspondientes para el ejer-
cicio de los derechos al olvido y de recti-
ficación, previstos en la Ley Orgánica 3/2018.

El artículo 85 del Reglamento 2016/679 
(RGPD), “Tratamiento y libertad de Expresión 
y de información” impone a los Estados la 
obligación de conciliar por ley el derecho 
a la protección de los datos personales con 
el derecho a la libertad de expresión y de 
información, incluso del tratamiento con fines 
periodísticos y fines de expresión académica, 
artística o literaria. Para estos tratamientos los 
estados establecerán exenciones o excepciones  
de lo dispuesto en los diferentes capítulos del 
Reglamento. 

En segundo lugar, el artículo 6 del RGPD 
regula cuándo un tratamiento es lícito; describe 
en qué circunstancias podemos consi-
derar que un tratamiento de datos es lícito 
y se requiere que concurran las siguientes 
circunstancias: consentimiento del intere-
sado, que el tratamiento sea necesario para 
la ejecución de un contrato o para el cumpli-

miento de una obligación legal, o una misión 
realizada en interés público o en ejercicio de 
poderes públicos, sea necesario para proteger 
intereses vitales, o -la que nos interesa para el 
objeto de estudio- para la satisfacción de inte-
reses legítimos perseguidos por el responsable 
del tratamiento o por un tercero, siempre que 
sobre dichos intereses no prevalezcan los inte-
reses o los derechos y libertades fundamentales 
del interesado que requieran la protección de 
datos personales, en particular cuando el inte-
resado sea un niño.

Artículo 6.1 RGPD: El tratamiento sólo será 
lícito si se cumple al menos una de las siguientes 
condiciones: 

(…)
f) el tratamiento es necesario para la 

satisfacción de intereses legítimos perse-
guidos por el responsable del tratamiento 
o por un tercero, siempre que sobre dichos 
intereses no prevalezcan los intereses o los 
derechos y libertades fundamentales del 
interesado que requieran la protección de 
datos personales, en particular cuando el 
interesado sea un niño. 

El ejercicio del derecho a la información 
supone un “interés legítimo” y en consecuencia 
la licitud de su tratamiento está amparado por 
el RGPD.

Finalmente, el RGPD regula en su artículo 
17 el derecho de supresión («el derecho 
al olvido»), por el cual el interesado tendrá 
derecho a obtener sin dilación indebida del 
responsable del tratamiento la supresión de 
los datos personales que le conciernan, el cual 
estará obligado a suprimir sin dilación indebida 
los datos personales cuando concurra algunas de 
las circunstancias tasadas, como que ya no sean 
necesario, el interesado retire el consentimiento o 
se oponga al tratamiento.

En su punto tercero, este mismo artículo esta-
blece algunas causas que impiden el ejercicio 
del derecho de supresión: que el tratamiento 
sea necesario para ejercer el derecho a la 
libertad de expresión e información; para 
el cumplimiento de una obligación legal, para el 
cumplimiento de una misión realizada en interés 
público o en el ejercicio de poderes públicos 
conferidos al responsable; por razones de interés 
público en el ámbito de la salud pública, para la 
formulación, el ejercicio o la defensa de reclama-
ciones.
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Así se configura el derecho a la infor-
mación como excepción al derecho al 
olvido, situando estos supuestos en una zona 
de “grises” que obligaran a los medios a la 
observancia de determinadas cautelas en estos 
tratamientos.  

b. Ley Orgánica 3/2018 de protección 
de datos personales y garantía de 
los derechos digitales

Esta norma obvia la obligación impuesta 
por el artículo 85 del RGPD y no regula de 
ninguna forma las excepciones o exen-
ciones necesarias para hacer compatible 
el ejercicio del derecho a la información 
con la protección de datos de carácter 
personal; es decir el legislador español no 
regula los mecanismos de conciliación del 
derecho a la protección de los datos personales 
con el derecho a la libertad de expresión y de 
información. A falta de regulación, serán las 
empresas quienes se doten de sus propios 
protocolos internos de actuación.

De igual forma del literal de la norma ha 
desaparecido el interés legítimo como causa 
de licitud del tratamiento, que amparaba el 
derecho a la información.  Las causas de 
licitud vienen reguladas en los artículos 6 
y 8. El artículo 6 trata del consentimiento y el 
artículo 8 del tratamiento de datos por obliga-
ción legal, interés público o ejercicio de poderes 
públicos. No obstante, esta omisión no significa 
que desaparezca el concepto en sí, ya que el 
RGPD sigue siendo aplicable de forma directa.

LAS NUEVAS ObLIGACIONES DERIVADAS 
DE LA LEy ORGáNICA DE PROTECCIÓN 
DE DATOS PERSONALES y GARANTíA DE 
LOS DERECHOS DIGITALES 

La nueva LOPD hace la adaptación 
al ordenamiento jurídico interno de las 
disposiciones del Reglamento e intro-
duce una nueva regulación -que no deriva 
del Reglamento- bajo el título “Garantía de los 
derechos digitales”. Es dentro de este nuevo 
apartado donde se incluyen las novedades en 
relación a los derechos de rectificación y del 
derecho al olvido. 

a. Derecho de rectificación

Se reconoce en el artículo 85 el derecho a la 
libertad de expresión en internet, pero fijando 
la obligación a las redes sociales de 
adoptar protocolos adecuados para posi-
bilitar el ejercicio del derecho de rectifi-
cación ante los usuarios que difundan conte-
nidos que atenten contra el derecho al honor, 
la intimidad personal y familiar en Internet y el 
derecho a comunicar o recibir libremente infor-
mación veraz. Cuando los medios de comuni-
cación digitales deban atender la solicitud de 
rectificación formulada contra ellos deberán 
proceder a la publicación en sus archivos digi-
tales de un aviso aclaratorio que ponga de mani-
fiesto que la noticia original no refleja la situa-
ción actual del individuo. Dicho aviso deberá 
aparecer en lugar visible junto con la informa-
ción original. 

“LA LEy ORGáNICA 2/1984, DE 26 
DE MARzO, REGULADORA DEL 
DERECHO DE RECTIfICACIÓN 
AMPARA A CUALqUIER PERSONA, 
NATURAL O JURíDICA, EN CAMbIO 
LA LEy DE PROTECCIÓN DE DATOS 
SÓLO AMPARA PERSONAS fíSICAS”
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El artículo 86 introduce el derecho a la 
actualización de informaciones en medios 
de comunicación digitales, como una 
variante del derecho de rectificación. En 
ejercicio de este derecho cualquier persona 
afectada por una noticia publicada, puede pedir 
motivadamente a los medios de comunicación 
digitales la inclusión de un aviso de actuali-
zación junto a la información contenida en la 
noticia original, cuando la información original 
no refleje la situación actual de la persona como 
consecuencia de circunstancias posteriores a la 
publicación, y que le causen un perjuicio. En 
particular la Ley dice que se pondrá este aviso 
cuando la información original hable de actua-
ciones policiales o judiciales afectadas en bene-
ficio del interesado por decisiones judiciales 
posteriores (a la que hará referencia el aviso). 
La Ley no prevé mecanismos sancionadores 
para el caso que el medio incumpla con esta 
obligación.

b. Derecho al olvido digital

El Tribunal Constitucional (en adelante 
TC) ha tenido la oportunidad de analizar 
el derecho al olvido y el equilibrio entre 
el derecho a la información y a la libertad de 
expresión y el derecho al honor a la intimidad 
y la propia imagen de los ciudadanos en la 
Sentencia 58/2018, de 4 de junio. La impor-
tancia de esta sentencia radica en que cuando 
fue dictada ya estaba en vigor el RGPD y, por 
tanto, lo interpreta. El TC considera una medida 
limitativa de la libertad de información idónea, 
necesaria y proporcionada para evitar una difu-
sión lesiva a los derechos de los interesados,   la 
prohibición de indexar los datos perso-
nales (nombre y apellido) para el uso del 
motor de búsqueda interno de la hemero-
teca del diario y del resto de buscadores. 
En cambio, no considera necesario sustituir 
esta información por las iniciales (anonimizar), 
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ya que una vez impedido el acceso a la noticia 
por la indexación del nombre ya no es necesaria 
la alteración del contenido, y que sería una inje-
rencia más intensa en la libertad de prensa.

La Ley 3/2018 introduce también el 
derecho al olvido en búsquedas de 
internet, en el artículo 93 reitera el criterio 
expresado en la sentencia del TC comentada.

El artículo 94 introduce el derecho al 
olvido en redes sociales y servicios equi-
valentes. En este caso se refiere al derecho del 
usuario a pedir la supresión de datos hechos 
públicos por los propios usuarios o por terceros. 
En el punto dos, referido a “datos facilitados 
por terceros para su publicación” se introduce 
el requisito adicional de que los datos sean 
inadecuados, inexactos, no pertinentes, no 
actualizados, excesivos o que lo sean por el paso 
del tiempo.

La exigencia de estos requisitos adicionales 
genera confusión. El derecho de los ciudadanos 
a autorizar el tratamiento o no de sus datos 
sólo decae en situaciones excepcionales como 
el ejercicio de la libertad de información, y las 
redes sociales como tales no son sujetos activos 
de este derecho, por lo tanto debemos consi-
derar que cualquier persona puede pedir la 
supresión de sus datos de una red social, 
aunque éstos sean ciertos, y que, los dere-
chos conferidos por este artículo ya estaban 
reconocidos.

CONCLUSIONES
 - Se configura el derecho a la información como excepción al derecho al olvido, 

situando estos supuestos en una zona de “grises” que obligaran a los medios 
a la observancia de determinadas cautelas en estos tratamientos

 - La libertad de información constituye un derecho fundamental de las 
personas, pero también una garantía de la formación de una opinión pública 
libre, que es una de las condiciones necesarias de una sociedad libre, plural 
y democrática

 - La libertad de información puede llegar a considerarse como prevalente 
sobre los derechos de la personalidad; esta prevalencia no tiene carácter 
absoluto, sino que se debe valorar caso por caso


